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FALTA DE COMPETENCIA FUNCIONAL. “En la sentencia aprobada por mayoría se dijo que este Tribunal sí era el competente para conocer del asunto porque en el escrito por medio del cual se formuló la acción, el actor manifestó que en el trámite del proceso ejecutivo que se adelanta en el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira contra la sociedad Distracom SA, “se están ejecutando las obligaciones, que, aparentemente, le mantienen bloqueada su petición de cancelación de hipoteca”. Ese argumento no lo comparto, pues cosa como esa no se expresó en la demanda y como lo he dicho, ninguna conducta se le achacó a ese despacho judicial, que lesione los derechos del demandante y que justifique la competencia que se atribuyó la mayoría de la Sala para definir la cuestión. De esa manera las cosas, el fallo del que me aparté no podía producirse porque carecía este tribunal de competencia, por el factor funcional, para definir el asunto y por ende, ha debido declararse así antes de producir aquella providencia y devolver la actuación al Juzgado Primero Civil Municipal de Pereira, al que inicialmente por reparto le correspondió, de acuerdo con el artículo 138 del Código General del Proceso. En la forma como sucedieron las cosas, con fundamento en una vinculación aparente, resultó conociendo de la acción constitucional un funcionario sin competencia.”.
Citación jurisprudencial: CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Auto del 13 de mayo de 2009, Rad. 2009-00083-01 / Auto del 11 de marzo de 2011, Rad. 2010-00327-01 / Auto del 24 de julio de 2007, Rad. 00156-01 / Proveído del 11 de marzo de 2011, Rad. 2010-00327-01 / Providencia del 14 de abril de 2011, MP. Fernando Giraldo Gutiérrez / Sentencia del 23 de agosto de 2010, MP. Jaime Alberto Arrubla Paucar / Autos del 30 de abril de 2010, MP. Arturo Solarte Rodríguez; del 5 de julio de 2011, MP. Fernando Giraldo Gutiérrez; del 8 de febrero de 2013, MP. Arturo Solarte Rodríguez; del 19 de agosto de 2014 y del 26 de febrero de 2016, MP. Margarita Cabello Blanco.
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A continuación expongo la razón por la que me aparté de la decisión que por mayoría se aprobó, contenida en la sentencia preferida en el proceso de la referencia, el 30 de enero de 2017.

1. La solicitud de amparo se dirigió contra el Banco BBVA, con fundamento en que esa entidad financiera demandó en proceso ejecutivo con título hipotecario al actor y a su esposa Paola Andrea López López, el que se tramitó en el Juzgado Segundo Civil Municipal y terminó porque se cancelaron las cuotas de amortización que adeudaban hasta el mes de abril de 2015, razón por la cual se levantó el embargo y secuestro decretados sobre el inmueble dado en garantía; obtuvo un préstamo del Banco Corpbanca para compra de cartera y pagó la totalidad de la deuda que tenía con el BBVA; a pesar de ello, este no cancela la hipoteca, aunque le ha hecho requerimientos con tal fin; de manera verbal se le informó que su cónyuge adeuda unos dineros que está cobrando esa entidad financiera a la sociedad Distracom SA, proceso que se tramita en el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, pero al que su esposa no ha sido citada; el 5 de mayo del año anterior elevó derecho de petición al señor Guillermo Enrique Dajud Fernández, Defensor del Consumidor Financiero del último banco citado y anexa copia de la respuesta dada. 

Considera el demandante lesionados el derecho de petición porque ha acudido al Banco BBVA y al “consumidor financiero” de la misma entidad, sin que “a la fecha me hayan solucionado nada”; también el debido proceso y de defensa. Para su protección, solicitó se ordene al primero, cancelar la hipoteca constituida por escritura pública No. 5367 del 3 de octubre de 2010, otorgada en la Notaría Primera de Pereira y que afecta el inmueble con matrícula inmobiliaria No. 290-83402. “Caso contrario, exhiba los títulos con los cuales pretenden, me haga responsable o que el bien de mi propiedad sea garante de unas obligaciones contra mi esposa”.

El Juzgado Primero Civil Municipal de Pereira, al que inicialmente correspondió la demanda, se declaró incompetente para conocerla en razón a que se requería la vinculación de los Juzgados Segundo Civil Municipal y Quinto Civil del Circuito de Pereira, porque se solicitó la práctica de inspección judicial a cada uno de los procesos que allí se adelantan; ordenó entonces que fuera repartida entre los Magistrados de este Tribunal, en el que se asumió su conocimiento.

Empero: a) ningún hecho se endilgó al Juzgado Quinto Civil del Circuito local, del que pueda inferirse que por acción u omisión lesionó derecho fundamental del que sea titular el actor; b) tampoco al Segundo Civil Municipal; de haberlo sido, esa circunstancia no otorgaría competencia a este Tribunal para conocer del asunto, y c) que se haya pedido practicar una inspección judicial a procesos que en esos despachos judiciales se han tramitado, no es factor que determine competencia. 

Como las conductas en las que encuentra vulnerados el citado señor sus garantías constitucionales, las encuentra en la falta de respuesta al derecho de petición que ha elevado al Banco BBVA y al Defensor del Consumidor de la misma entidad, tendiente a obtener la cancelación de una hipoteca, la competencia para conocer del asunto la tiene un juzgado municipal, de conformidad con el inciso 3º, numeral 1°, artículo 1° del Decreto 1382 de 2000, según el cual a esos funcionarios les serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad pública del orden municipal, categoría de la que participa el Banco demandado y el funcionario de la misma entidad a que se ha hecho alusión.

En la sentencia aprobada por mayoría se dijo que este Tribunal sí era el competente para conocer del asunto porque en el escrito por medio del cual se formuló la acción, el actor manifestó que en el trámite del proceso ejecutivo que se adelanta en el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira contra la sociedad Distracom SA, “se están ejecutando las obligaciones, que, aparentemente, le mantienen bloqueada su petición de cancelación de hipoteca”. Ese argumento no lo comparto, pues cosa como esa no se expresó en la demanda y como lo he dicho, ninguna conducta se le achacó a ese despacho judicial, que lesione los derechos del demandante y que justifique la competencia que se atribuyó la mayoría de la Sala para definir la cuestión.

De esa manera las cosas, el fallo del que me aparté no podía producirse porque carecía este tribunal de competencia, por el factor funcional, para definir el asunto y por ende, ha debido declararse así antes de producir aquella providencia y devolver la actuación al Juzgado Primero Civil Municipal de Pereira, al que inicialmente por reparto le correspondió, de acuerdo con el artículo 138 del Código General del Proceso. En la forma como sucedieron las cosas, con fundamento en una vinculación aparente, resultó conociendo de la acción constitucional un funcionario sin competencia. 
Sobre el tema, la Corte Suprema de Justicia, en sede de tutela ha dicho: 

“No obstante que la acción fue promovida contra las entidades antes referidas, de la solicitud de amparo emerge claro que el reclamo constitucional no involucra al Ministerio de Educación, pues a éste no le compete el reconocimiento de la prestación vitalicia o la respuesta a las solicitudes que por ese concepto hagan los interesados; así las cosas, se percibe una vinculación aparente en cuanto a ese ente nacional del sector central.

Sobre el particular ha señalado esta Sala que “no puede asumirse que por el simple hecho de accionar en contra de los nombrados, se torna competente un determinado funcionario, pues en cuanto no se les atribuya hecho u omisión que soporte su vinculación a ese trámite, ni se precise de modo claro y directo cómo ellos se encuentran comprometidos con el hecho endilgado, es infundada su convocatoria” (auto de 24 de julio de 2007, exp. 00156-01, ratificado por proveído de 11 de marzo de 2011, exp. 2010-00327-01).

… 

3.- En torno a la facultad para decretar nulidades, esta autoridad fijó el siguiente criterio:

“(…), aunque el trámite del amparo se rige por los principios de informalidad, sumariedad y celeridad, la competencia del juez está indisociablemente referida al derecho fundamental del debido proceso (artículo 29 de Carta), el acceso al juez natural y la administración de justicia, de donde, ‘según la jurisprudencia constitucional la falta de competencia del juez de tutela genera nulidad insaneable y la constatación de la misma no puede pasarse por alto, por más urgente que sea el pronunciamiento requerido, pues (…) la competencia del juez se relaciona estrechamente con el derecho constitucional fundamental al debido proceso’ (Auto 304 A  de 2007),  ‘el cual establece que nadie puede ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio’ (Auto 072 A de 2006, Corte Constitucional)… Análogamente, el principio de legalidad imperante en todas las actuaciones de los servidores del Estado, precisa atribuciones concretas y ninguno puede ejercer sino las confiadas expresamente en la Constitución Política y la ley, cuya competencia asigna el legislador y los jueces, dentro de un marco estricto, de orden público y, por tanto, de estricta interpretación y aplicación…” (Auto de 13 de mayo de 2009, exp.2009-00083-01, ratificado el 11 de marzo de 2011, exp. 2010-00327-01).

4.- En esas condiciones, el Tribunal Superior que conoció en primera instancia de la protección invocada no era competente para hacerlo y, por supuesto, esta Corte tampoco lo es para su apelación, por lo que la actuación cumplida hasta acá será anulada y se enviará el expediente a los jueces del circuito de Neiva para lo de su competencia, en cumplimiento de lo preceptuado en el artículo 1° del Decreto 1382 de 2000.”

Es necesario precisar que no desconozco el contenido del auto 124 de 2009 de la Corte Constitucional, en el que se  impuso como obligación a los funcionarios judiciales avocar el conocimiento de esta clase de acciones y les impide declararse incompetentes cuando de aplicar las reglas de reparto se trata; sin embargo, comparte el criterio de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en relación con la competencia que deben tener los jueces para conocer de las acciones de tutela, el que aún se mantiene
. 

Además, por mandato del artículo 230 de la Constitución Política, los jueces están sometidos al imperio de la ley y por ende, no estoy obligada por ningún precepto jurídico a acoger, sin posibilidad de crítica ni discernimiento, el criterio plasmado por la Corte Constitucional en el último auto citado, del que respetuosamente me aparto, con fundamento en las providencias de la Corte Suprema de Justicia citadas, que encuentran sustento en la normatividad jurídica.

2. Así mismo de la nulidad por falta de competencia funcional que consagra el numeral 1º del artículo 133 del Código General del Proceso, se configuró otra, la prevista en el numeral 8º de la misma disposición, al dejarse de integrar el contradictorio con el Defensor del Consumidor Financiero del Banco BBVA, a quién también se le adjudicó la lesión de los derechos cuya protección reclamó el actor, con motivo de la respuesta que le brindó al derecho de petición que le elevó, la que no se saneó.
Pereira, enero 31 de 2017
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Magistrada  


� Providencia de 14 de abril de 2011, MP. Dr. Fernando Giraldo Gutiérrez. En sentido similar se pronunció en sentencia del 23 de agosto de 2010, MP. Dr. Jaime Alberto Arrubla Paucar.


� Ver por ejemplo autos del 30 de abril de 2010, MP. Arturo Solarte Rodríguez; del 5 de julio de 2011, MP. Fernando Giraldo Gutiérrez; del 8 de febrero de 2013, MP. Arturo Solarte Rodríguez; del 19 de agosto de 2014 y del 26 de febrero de 2016, MP. Margarita Cabello Blanco.










